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RESUMEN 

En este trabajo se caracteriza la política española de cooperación al 
desarrollo, en materia de gobernabilidad democrática, enmarcán­
dola, normativa, histórica y teóricamente. Para ello, se analizan bre­
vemente los vínculos entre las instituciones democráticas y el desa­
rrollo económico y social de América Latina y cómo la cooperación 
internacional, específicamente la española, aborda el apoyo a la de­
mocracia en la región latinoamericana. Más específicamente, se se­
ñalan cuáles son los principios de acción de la cooperación en este 
ámbito, así como los sectores priorizados y las líneas transversales que 
la caracterizan. 

Palabras clave: Cooperación al desarrollo. Democracia, Institu­
ciones políticas, América Latina, Representación. 

ABSTRACT 

In this work, the Spanish policy of international development in 
the field of democratic governability is characterized, fi-aming it 
normative, historically and theoretically. For this purpose, the 
connections between the democratic institutions and the 
economic and social development of Latin America are analyzed 
briefly, also the role played by the international cooperation, 
particularly the Spanish cooperation, supporting the democracy in 
Latin America. More specifically, the principies of Spanish 
cooperation are detailed, as well as it prioritized sectors and cross 
lines. 

Key words: International development, Democracy, Political 
institutions, Latin America, Representation. 
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INTRODUCCIÓN 

La cooperación española, en materia de go-
bernabilidad democrática, se orienta por los 
principios que definen la política de coope­
ración: la Ley de Cooperación Internacional, 
el Plan Director de la Cooperación Española 
2005-2008, la Estrategia de Promoción del Es­
tado de Derecho y el Plan de Fortalecimiento 
de las Instituciones Democráticas en Iberoamé­
rica. Todos ellos señalan como prioritarias las 
acciones tendentes al desarrollo institucional 
y al buen gobierno. 

El Plan Director de la Cooperación 2005-
2008 establece, como uno de los sectores 
priorizados de la cooperación española, el re­
lativo a la «Gobernanza democrática, parti­
cipación ciudadana y desarrollo institucio­
nal», con el objetivo de promover la calidad 
de la democracia y el respeto a los derechos 
humanos, desde la convicción de que las ins­
tituciones públicas constituyen un factor pri­
mordial para garantizar los derechos y liber­
tades fundamentales, así como el acceso y la 
igualdad de oportunidades. 

Para el ámbito iberoamericano, la Agencia 
Española de Cooperación Internacional 
(AECI) ha concretado un marco general de 
actuación con el Plan de Fortalecimiento de 
las Instituciones Democráticas en Iberoaméri­
ca, que recoge las recomendaciones formu­
ladas por el Comité de Ayuda al Desarrollo 
(CAD) de la OCDE. El Plan refleja la im­
portancia de la gobernabilidad, como una for­
ma cualitativa de lucha contra la pobreza, 
destacando una serie de líneas de actuación 
concreta, así como dos ejes transversales: la 
profesionalización de la función pública y la lu­
cha contra la corrupción. Este plan de actua­

ción trata de enmarcar la política española 
de cooperación hacia América Latina en ma­
teria de gobernabilidad democrática en un 
contexto histórico y teórico, que vincula de­
mocracia y desarrollo. 

A continuación, se enmarca, teórica e his­
tóricamente, la actual política de cooperación 
en materia de gobernabilidad, señalando sus 
características esenciales así como los secto­
res e instrumentos de acción que prioriza. 

DEMOCRACIA Y DESARROLLO 

EN AMÉRICA LATINA 

La democracia en América Latina ha avanzado 
y perdurado como nunca antes lo hizo en la 
historia de los países de la región. Hasta hoy, 
no había habido una etapa tan prolongada y 
mantenida de regímenes democráticos, más 
allá de casos concretos y etapas puntuales. La 
durabilidad de la democracia en la región ha 
sido explicada a partir de distintos factores, 
entre los que se pueden destacar el efecto de 
los cambios económicos y culturales en los 
países latinoamericanos, partiendo de la vin­
culación entre desarrollo económico y de­
mocracia; el impacto de la reacción social y 
política a la represión de las dictaduras de la 
década de 1970 y la consiguiente valoriza­
ción de la protección de los derechos huma­
nos, como bien supremo a proteger; y, con no 
menor intensidad, el impacto de la presión in­
ternacional, tanto del conjunto de la región 
latinoamericana como de los países occiden­
tales, en la adopción de la democracia como 
el sistema político de la región (Mainwaring, 
2000). 

El impacto de la presión internacional pone 
de manifiesto la importancia de los factores 
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externos en la valorización del modelo de­
mocrático, aceptado como el único posible, 
pero también cada vez más cuestionado. En 
un mundo globalizado, las posibilidades de 
acción de cada gobierno nacional se limitan. 
El hecho de plantear (y aceptar) estrategias 
comunes, que van más allá de la política na­
cional, limita el abanico de posibilidades y de­
cisiones que puede plantear cada gobierno 
nacional, obligando a asumir comporta­
mientos políticos moderados y con mayores 
dosis de consenso entre múltiples actores. 
Por tanto, la definición de procesos políticos 
comunes a toda la región tiene un impacto 
evidente en la adopción de estrategias polí­
ticas en cada uno de los países. En este sen­
tido, los esfuerzos por construir caminos co­
munes para la región, a pesar de que los 
impactos directos puedan ser considerados 
menores, han llegado a ser especialmente va­
liosos. 

Sin embargo, esta durabilidad y generali­
zación de la democracia convive con niveles 
de descrédito y desafección de la misma di­
fícilmente asumibles. Diferentes informes y 
estudios ponen de manifiesto las paradojas 
acerca de este «éxito» de la democracia en la 
región. Democracia en convivencia con al­
tos índices de desafección política (La demo­
cracia en América Latina, P N U D , 2004) o 
democracia con desigualdad (La política im­
porta, BID, 2003 o Democracia con desigual­
dad, BID, 2004) reflejan probablemente las 
caras más extremas del continuo, plasman­
do hasta qué punto los regímenes democrá­
ticos, adoptados en la región en la década de 
1980, se encuentran más cerca del umbral 
mínimo de democracia que de niveles acep­
tables de calidad democrática. 

Desde la perspectiva del ciudadano, la de­
mocracia no ha resuelto muchos de los gran­
des problemas que les aquejan, entre ellos los 
que vienen reflejados en los abultados índi­
ces de pobreza de muchos de estos países. El 
sistema democrático no ha contribuido a erra­
dicar los problemas de desigualdad social y 
económica y de falta de cohesión social. Es­
tos datos son más graves aún porque contri­
buyen a deteriorar, además, el mismo sistema 
político, que es percibido por amplios secto­
res de la población como injusto, exclusivo, 
elitista y hasta corrupto. 

Ello no necesariamente implica que el sis­
tema democrático esté en crisis como tal, toda 
vez que las tentaciones de regresión autoritaria 
parecen estar más lejos que nunca de la región. 
Sin embargo, sí reflejan una percepción, am­
pliamente generalizada (verificable a través 
de datos de encuestas como el Latinobaró-
metro), de descrédito de sus instituciones 
centrales, tales como los partidos, los parla­
mentos, la presidencia o la justicia. 

El descrédito de estas instituciones centra­
les de los sistemas democráticos se plasma en 
una serie de problemas asociados a dos gran­
des esferas de la relación entre la política y el 
ciudadano: la esfera de la inclusión política de 
los ciudadanos y la esfera del rendimiento 
de las instituciones o, en otras palabras, la par­
ticipación ciudadana en las decisiones políticas 
y la capacidad de las instituciones para satis­
facer las demandas de los ciudadanos. 

La reforma institucional, en cualquiera de 
los países de la región, puede hacer mucho 
por el desarrollo de una política de compe­
tencia más centrípeta, inclusiva y socialmen-
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te óptima. Para la promoción de la estabili­
dad política, el diseño de las instituciones 
políticas resulta crucial porque los arreglos 
estructuran el comportamiento de los ciu­
dadanos, partidos y líderes políticos, a través 
de la conformación de las preferencias y re­
cursos de estos actores. La elección de las ins­
tituciones y su funcionamiento tiene un im­
pacto directo en la calidad de la democracia 
y, de manera más general, en la estabilidad 
política y, consecuentemente, en el desarro-
lio de estos países y en la reducción de la po­
breza. 

Este enfoque surge como respuesta a la apli­
cación de los postulados del Consenso de 
Washington en América Latina (Williamson, 
1990), a través del cual se aplicaron políti­
cas de ajuste, sin fortalecer previamente las 
instituciones, llamadas a controlar el proce­
so de transformación socioeconómica que es­
tos cambios suponían. Esta nueva visión trae 
consigo un cambio de la teoría de la moder­
nización, que veía en el desarrollo económi­
co una precondición de la democracia (Lip-
set, 1959), hacia los postulados de la nueva 
economía institucional, que encuentra su 
fundamento en el neoinstitucionalismo his­
tórico de North (1991). Este autor ve en el 
reconocimiento de la dimensión institucional 
del desarrollo la necesidad de redescubrir y re-
valorizar la política. Por lo que unas institu­
ciones mal concebidas pueden bloquear y 
obstaculizar el desarrollo, ya que influyen en 
los costes de transacción y en la estructura 
productiva de una determinada sociedad. 

De acuerdo a la teoría de North, para que 
el desarrollo se produzca deberán establecer­
se unas reglas de juego, políticas e institu­

cionales, en el sentido de la poliarquía de 
Dahl (1989). Esto permitirá, como señala 
Rodrik (1997), que el establecimiento de di­
versos mecanismos de rendición de cuentas, 
ya sean electorales o de otro tipo, dé lugar a 
tasas de crecimiento a largo plazo más pre-
decibles y estables, mejorando la distribución 
de la riqueza y la lucha contra la pobreza. 
Unas mejores instituciones y una mayor pro­
tección de los derechos de propiedad au­
mentarán los niveles de inversión y produc­
tividad en un país, promoviendo el progreso 
tecnológico y el nivel de ingreso per cápita 
(Rodrik y Subramanian, 2003). 

De este modo, actualmente existe la con­
vicción de que no es posible lograr el desa­
rrollo económico sin fortalecer las institu­
ciones de la democracia. Según el Informe 
del P N U D La democracia en América Lati­
na (2004), el sistema político se encuentra 
en un primer plano de importancia, por en­
cima del crecimiento económico y del desa­
rrollo de los mercados, el cual no se limita a 
la existencia de un Estado sino a la vigencia 
del Estado de Derecho, de las libertades pú­
blicas y al respeto de los derechos políticos, 
civiles y sociales. 

La evolución de la vigencia de los principios 
de la teoría de la modernización a los de la 
nueva economía institucional, ha impregna­
do el campo de acción de organismos multi­
laterales y de las agencias de desarrollo, los 
cuales consideran que la mejor forma de con­
tribuir a la gobernabilidad democrática de 
los países de América Latina es a través del 
apoyo e impulso de los procesos de reforma 
política, que permitan lograr un mejor ren­
dimiento institucional y una mayor inclu-
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sión, en términos de ciudadanía, de grandes 
sectores de la población constantemente ex­
cluidos. 

Por lo tanto, la actual política de coopera­
ción, en materia de gobernabilidad, trata de 
constituirse en un insumo para los procesos 
de reforma política en la región, que vienen 
realizándose ininterrumpidamente desde el 
período de las transiciones a la democracia, 
a principios de los años 80. Pero, como la re­
forma política en América Latina no puede 
entenderse sin la reforma del Estado (Jar-
quín, 2001), urge realizar un cambio en las 
instituciones, que mejore la baja calidad de la 
democracia, elimine la corrupción y la ex­
clusión social. Como señala Jarquín (2001), 
alcanzar un nivel adecuado de calidad de la 
democracia es de vital importancia para los 
gobiernos, en cuanto favorece la capacidad 
de transformar las preferencias e intereses de 
los ciudadanos en políticas justas y efectivas. 

CARACTERÍSTICAS DE LA POLÍTICA DE 

COOPERACIÓN ESPAÑOLA, EN MATERIA 

DE GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA 

La cooperación española, en materia de go­
bernabilidad democrática hacia América La­
tina, presenta las siguientes características: 

1) Ks fundamentalmente cooperación técni­
ca y no financiera, que busca contribuir a la 
mejora del rendimiento de las instituciones 
públicas y a la construcción de un Estado de 
Derecho, a través de la asistencia técnica y 
del apoyo en la formación de recursos hu­
manos. En este aspecto, se le otorga especial 
relevancia a la información que le transmi­
ten las Oficinas Técnicas de Cooperación 
(OTC) en el terreno, sobre lo que consideran 

que deben ser las líneas de intervención y las 
prioridades sectoriales en cada uno de sus 
países, acorde con los diagnósticos y las lí­
neas marcadas por el país receptor y las insti­
tuciones contraparte destinatarias de ayuda. 

2) Actúa en coLihoración con otros organismos 
de la Administración Central y otros poderes 
del Estado, ya que se busca institucionalizar un 
procedimiento de actuación que permita or­
denar y coordinar las acciones de las institu­
ciones de la Administración del Estado es­
pañol que puedan aportar un activo en cada 
uno de sus sectores. Ello viene definido por 
dos tipos de factores: 

• Experiencia de cooperación en el sector: 
por ejemplo, justicia o seguridad; 

• Capacidad institucional de ofrecer cali­
dad y/o conocimiento del sector por razones 
de política interna (por ejemplo, experiencia 
en diálogo social, lucha contra el terrorismo, 
descentralización, etc.) 

3) llene como ohjetii'o contribuirá desarro­
llar procesos de cambio más que a generar im­
pactos directos. El objetivo de la política de 
cooperación, en este ámbito, es proponer e 
iniciar procesos de reforma política y, junto 
con otros actores y agencias de desarrollo, 
constituirse en un apoyo de los cambios ins­
titucionales que, generalmente, tienen im­
pactos limitados, no directos y que finalmente 
son efectivos a medio o largo plazo. En este 
esfuerzo, la cooperación española es cons­
ciente de que: 

• El impacto de las reformas normativas 
puede estar muy alejado de los niveles ópti-
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mos esperados, ya que afectan a intereses y vo­
luntades políticas que no siempre acompa­
ñan a los procesos de reforma legal. 

• El impacto indirecto generalmente es tan 
importante como el directo: las transforma­
ciones en la opinión pública o en la agenda 
política son a veces más importantes que la 
propia reforma institucional. 

• A la hora de plantear objetivos en torno 
a este tema, la esfera de la agenda política 
será siempre difícil de controlar. 

4) Promueve el diálogo político y la cons­
trucción de consensos. La cooperación inter­
nacional se ha convertido en un actor políti­
co clave, capaz de impulsar el proceso de 
reforma institucional en América Latina. Par­
tiendo del supuesto de que en las reformas 
institucionales hay unos actores que ganan y 
otros que pierden, la construcción de con­
sensos constituye uno de los objetivos hori­
zontales básicos de la cooperación. La estra­
tegia es seguir las vías del multilateralismo y 
la coordinación entre los organismos y las 
agencias de desarrollo, a fin de contar con 
una mayor influencia que posibilite la pro­
moción del diálogo político entre los actores 
implicados en las reformas. 

5) Se guía por el principio del apoyo a las ins­
tituciones existentes o propias de cada país. La 
cooperación española no busca hacer expe­
rimentos en los países objeto de ayuda al de­
sarrollo. Si bien España tiene problemas simi­
lares a los de América Latina y la experiencia 
acumulada durante los años de la transición 
democrática le permite realizar aportes a la 
gobernabilidad democrática en la región, se 

trata de evitar, en lo posible, la idea de que lo 
que puede funcionar en España necesaria­
mente tiene que servir para contextos que 
pueden ser muy distintos. Es más idónea la 
idea del trabajo en red, del enriquecimiento 
mutuo, a través del conocimiento y del in­
tercambio de experiencias. En este sentido, los 
cambios institucionales que se buscan no se 
hacen generalmente ex novo, sino que se tra­
ta de un proceso incrementalista, de cons­
trucción sobre instituciones y procesos ya 
existentes, tomando en cuenta el legado his­
tórico y las inercias institucionales de cada 
caso. 

ÁREAS SECTORIALES DE LA POLÍTICA 

DE COOPERACIÓN EN MATERIA 

DE GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA 

Como ya ha quedado expuesto, en el caso de 
América Latina la reforma política es inse­
parable de la reforma del Estado, por lo que, 
debido a ello, la agenda de las reformas po­
líticas se ha estructurado sobre la base del 
apoyo a ciertos sectores de la administración 
del Estado, flindamentales para trazar las vías 
hacia el desarrollo económico, tales como: 

1) Justicia 
Problemas estructurales existentes en el sis­
tema judicial de América Latina, como la fal­
ta de una efectiva independencia judicial, el 
acceso desigual por parte de los ciudadanos 
y la poca eficiencia de la justicia, hacen de 
éste un sector fundamental para la coopera­
ción española dentro del ámbito de la go­
bernabilidad en América Latina. 

Para encarar el déficit de la justicia en la 
región, la AECI coordina la cooperación es­
pañola, junto con la colaboración de entida-
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des que vienen prestando su apoyo desde hace 
varios años, como es el caso del Consejo Ge­
neral del Poder Judicial. Pero esta ayuda ya no 
limita sólo al fortalecimiento del poder judi­
cial. Actualmente, se prioriza también el so­
porte a otras instituciones, como son las fis­
calías, las defensorías públicas, la policía 
judicial o el sistema penitenciario. 

Por otra parte, se viene incidiendo tam­
bién en ciertas instituciones vinculadas a la 
judicatura, como es el caso de las cortes su­
premas y los consejos de la magistratura. 
Otro punto importante es el apoyo que se 
presta a las instituciones que facilitan el ac­
ceso a la justicia: defensorías públicas, siste­
mas de gestión más ágiles y más preocupados 
por el ciudadano. Finalmente, se viene apo­
yando también a la justicia constitucional 
en Iberoamérica, a través del fortalecimien­
to de los tribunales constitucionales. 

2) Fiscal y Tributaria 
Las reformas en el área fiscal y tributaria en 
América Latina también vienen siendo apo­
yadas por la cooperación española. El sus­
tento de esta área se encuentra en la necesi­
dad de promover la cohesión social y reducir 
la desigualdad. 

En este sentido, la AECI viene colaborando 
en este sector desde hace tiempo con la Agen­
cia Española de Administración Tributaria 
(AEAT), el Instituto de Estudios Fiscales (lEF) 
y con el Centro Interamericano de Adminis­
traciones Tributarias (CIAT), como contra­
parte regional. Las principales líneas de inter­
vención se vienen dando a través de formación 
técnica especializada, en colaboración con la 
AEAT, el lEF y la Fundación Centro de Edu­

cación a Distancia para el Desarrollo Econó­
mico y Tecnológico (CEDDET); de asisten­
cias técnicas en los ámbitos de la autonomía de 
la administración tributaria, capacitación 
de recursos humanos y aplicación de nuevas 
tecnologías y de creación de administraciones 
estables con mecanismos de auditoría. 

3) Representación y participación política 
Para avanzar hacia democracias de calidad es 
necesario facilitar que los ciudadanos estén 
adecuadamente representados en la esfera po­
lítica y participen de forma activa en los asun­
tos públicos, tanto a través de mecanismos 
políticos (político-electoral) como sociales 
(participación social). Se asume que, sólo me­
diante procesos de creciente inclusión política 
a través de la representación y la participa­
ción, se podrá contribuir a frenar los crecien­
tes procesos de desafección ciudadana hacia 
la política y de descrédito de la política, en ge­
neral, en muchos de los países de la región 
latinoamericana. 

Este ámbito de actuación se orienta hacia 
tres sectores de actuación: partidos políticos, 
procesos electorales y participación social. 

3.1. Apoyo a partidos políticos: 
El apoyo a los partidos políticos, que consti­
tuye una línea relativamente nueva de ac­
tuación para la cooperación española, se 
realiza a partir de la convicción de que los 
partidos son necesarios para las democracias 
y que sólo con partidos fuertes, sólidamente 
organizados y democráticamente gestiona­
dos, se puede implicar de forma progresiva a 
los ciudadanos en la práctica democrática. El 
trabajo con partidos políticos se realiza de 
acuerdo a una serie de características muy de-

QIIÓRUM 13 MARISA RAMOS I 45 



finidas: multilateralismo de las acciones y 
programas, en colaboración con las institu­
ciones de la administración pública españo­
las y con los poderes del Estado, que pueden 
hacerla efectiva (Ministerio del Interior y 
Cortes Generales, fundamentalmente) y aten­
diendo a los partidos desde una doble pers­
pectiva: como organizaciones que requieren 
de fortalecimiento institucional y como ac­
tores clave del sistema político, cuyo com­
portamiento determina, en buena medida, 
la gobernabilidad del sistema. Esta dualidad 
se refleja en la complementariedad entre ac­
ciones formativas, por ejemplo, y acciones 
tendentes a promover pactos entre partidos. 

3.2. Apoyo a procesos electorales: 
La intervención de la cooperación española 
en materia electoral está destinada, funda­
mentalmente, a apoyar el fortalecimiento de 
tribunales electorales, registros, censos, siste­
mas de escrutinio y, en definitiva, todo lo 
que coadyuve a generar transparencia y fia-
bilidad al proceso electoral. Existen dos lí­
neas de actuación: asistencias técnicas para 
la mejora de los sistemas de registro, voto y 
escrutinio y apoyo técnico especializado des­
tinado a los tribunales supremos electorales 
para favorecer su acción imparcial y neutral. 

3. 3. Apoyo a la participaci(')n social: 
La AECI viene colaborando con el Consejo 
Económico y Social de España (CES), en este 
aspecto, a través de un esfuerzo conjunto de 
mejora de las políticas de diálogo y cohesión 
social en la región, fortaleciendo técnica e ins-
titucionalmente a los Consejos Económicos y 
Sociales ya existentes, apoyando la creación 
de instituciones que promuevan el diálogo 
social, donde no existen, y realizando foros y 

seminarios, destinados a la promoción del diá­
logo social entre actores sociales, tales como 
sindicatos, organizaciones empresariales y 
otros actores de representación sectorial. 

4) Descentralización local y regional 
La descentralización está fuertemente asocia­
da al intento de revertir el proceso centrali-
zador, que marca el desarrollo político de los 
países latinoamericanos. Pero también la des­
centralización se concibe como la adecuación 
y modernización de las instituciones estata­
les a las necesidades de desarrollo regional, 
que debe optimizar los recursos disponibles 
para lograr mejores niveles de administración 
y gestión de los servicios públicos. 

En este aspecto, la cooperación española se 
ha centrado, básicamente, en el apoyo al po­
der local, específicamente, en el ámbito cen­
troamericano. Las principales líneas de ac­
tuación en esta área se realizan en colaboración 
con el Instituto Nacional de Administración 
Pública (INAP) y con la Federación Espa­
ñola de Municipios y Provincias (FEMP), 
formulando programas de fortalecimiento 
municipal, no sólo a nivel local, sino sobre 
todo nacional y subregionai. 

5/1 Administración pública 
La Administración Pública es un sector que 
ha ido adquiriendo mayor importancia para 
la cooperación española. La mayoría de los 
países iberoamericanos viene impulsando pro­
cesos de reforma de la administración públi­
ca desde mediados de la década de 1980. Este 
proceso ha recibido un mayor impulso, con 
las orientaciones establecidas dentro del mar­
co de la denominada «Nueva Gestión Públi­
ca» en Iberoamérica. 
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Es preciso entender que la mayoría de los 
países iberoamericanos no disponen aún de 
sistemas de función pública. Siguen persis­
tiendo las prácticas de patronazgo y cliente-
lismo en el acceso y la carrera de la función 
pública. En este sentido, la AECI reconoció 
la importancia de la profesionalización de la 
función pública y ha venido actuando en este 
sector, con la colaboración del Ministerio de 
Administraciones Públicas (MAP) y la Fun­
dación Internacional y para Iberoamérica de 
Administración y Políticas Públicas (FIIAPP). 

(i) Seguridad 
La cooperación en este sector ha sido tam­
bién prioritaria para la cooperación españo­
la. La experiencia se da a través de la coope­
ración con las fuerzas de seguridad de los 
países iberoamericanos, en colaboración con 
las fuerzas de seguridad de España, especial­
mente la Policía Nacional y la Guardia Civil. 
En esta área se hallan tres líneas de actuación: 
a) reforma y modernización de la adminis­
tración policial, promoviendo la adopción 
de procedimientos y recursos para agilizar y 
dotar de eficacia a la actuación en esta mate­
ria; b) apoyo a la profesionalización de la ad­
ministración policial, dotando a los cuerpos 
que la integran de la necesaria estabilización; 
c) formación y capacitación de los profesio­
nales de las fuerzas de seguridad, instalando 
formas de actuación protocolarizadas y ge­
nerando capacidad formativa autónoma. 

ÁREAS TRANSVERSALES 

Al margen de las áreas sectoriales de inter­
vención priorizadas, se plantean algunas otras, 
que pueden ser consideradas como ejes trans­
versales que atraviesan la mayor parte de los 
sectores antes señalados, algunos de los cua­

les aparecen como tales en el Plan de Forta­
lecimiento de las Instituciones Democráticas: 

/. Integración regional 
Las actuaciones en materia de gobernabilidad 
democrática deben plantearse como objetivo 
esencial la construcción de espacios de con­
fluencia e integración regional y subregional. 
Esto es fundamentalmente una apuesta por 
la construcción de democracias de calidad. 

2. Profesionalización de la función pública 
De acuerdo con las prioridades, definidas tan­
to en el Plan Director como en el Plan de For­
talecimiento de las Instituciones Democráti­
cas en Iberoamérica, la profesionalización de 
la función pública se convierte en una nece­
sidad ineludible para la democracia y para el 
desarrollo de la región latinoamericana. 

J. Etica pública 
Se trata de priorizar todas aquellas iniciati­
vas que tengan la transparencia de la gestión 
pública, como principio de acción. El com­
bate a la corrupción tiene un impacto evi­
dente en la calidad de las democracias, pues 
la corrupción se ha convertido en uno de los 
males centrales de las democracias en la re­
gión. 

4. Inclusión política, especialmente de género 
Se priorizan todas aquellas acciones que con­
tribuyan a ampliar los alcances de la política 
y de los rendimientos políticos a sectores de 
la población, caracterizados por la exclusión 
social, específicamente las mujeres, pero sin 
dejar de contemplar la necesidad de que ac­
cedan sectores desprotegidos como los po­
bres, los indígenas, los jóvenes o los residen­
tes en zonas rurales. 
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5. Cieneración de consensos políticos 
La generación de consensos políticos y so­
ciales constituye un objetivo claro de actua­
ción, no sólo por la necesidad de hacer 
viable la intervención eficaz en las áreas prio-
rizadas, sino también para incidir en uno de 
los problemas que, en mayor medida, afectan 
a las democracias latinoamericanas: la división 
política, la polarización ideológica y el con­
flicto como factor de ingobernabilidad. La 
cooperación española puede tener un peso 
específico, apoyado en su experiencia que le 
amerita para tratar de construir espacios de 
consenso y de diálogo. 

ó. Fomento de la capacidad formativa 
autónoma 
La apuesta por el conocimiento, por la for­
mación, implica no sólo seguir apoyando la 
realización de cursos de capacitación, sino tam­
bién apostar por la promoción de la capaci­
dad formativa, vía doctorados, máster, etc. 

7. Promoción de las Tecnologías de 
Información y Comunicación (IIC/s) 
Las Tecnologías de Información y Comuni­
cación (TIC's) no sólo constituyen un avan­
ce en el desarrollo, siendo por tanto un in­
dicador de desarrollo, sino también una nueva 
forma de decisión y gestión, con impactos 
evidentes en la calidad de la política y de los 
resultados de la misma. 

í*̂. Apoyo a la creación de redes como 
instrumento de política y de comunicación 
En un mundo globalizado, el trabajo en 
red es necesario, como factor de desarrollo. 
Desde esta convicción, se priorizan todas 
aquellas acciones que fomenten la creación 
y consolidación de redes de instituciones y 
actores que, además de facilitar el incre­
mento en el rendimiento de sus funciones, 
promueven la integración regional, como 
elemento esencial para el desarrollo y la de­
mocracia. 
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